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GACETA DE JURISPRUDENCIA 
Providencias Sala de Casación Civil 

N° 2-2022 

C 
CONTRATO DE COMPRAVENTA-De bien inmueble embargado. No se presenta 
nulidad absoluta por objeto ilícito, cuando en la escritura de compraventa se dispone 
que, al momento de llevarse a cabo la tradición -mediante su registro- se procederá a 
inscribir las órdenes de levantamiento de la cautela. Los contratantes pueden 
convenir la venta del bien mientras se encuentra embargado, siempre que se fije un 
plazo o modo para que dicha limitación se levante antes efectuarse su tradición; o se 
pacte la condición de conseguir la autorización del juez o el acreedor. Interpretación 
de la expresión «salvo que el juez lo autorice o el acreedor consienta en ello», del 
numeral 3º del artículo 1521 del Código Civil. En la hipótesis de faltar el referido 
consentimiento, la Corte -en diversas épocas- ha proferido determinaciones 
encontradas acerca de acoger o no la nulidad de la venta de cosas embargadas, en 
particular, de los inmuebles. La posición imperante es la de negarse admitir la validez 
de la venta de cosas embargadas por tratarse de objeto ilícito, surgida a partir de la 
sentencia de 14 de diciembre de 1976. (SC041-2022; 09/02/2022) 
 

I 
INCONGRUENCIA-1) ausencia de interés para alegar en casación la falta de 
definición las súplicas iniciales del libelo introductorio, así como en que los 
demandantes no esgrimieron como causa de la responsabilidad por ellos peticionada, 
la carencia del consentimiento informado. 2) se torna evidente la impertinencia del 
cargo, y, por ende, su fracaso, puesto que las determinaciones atinentes a la 
solidaridad de los demandados y la extensión de la condena del lucro cesante, 
derivaron de las apreciaciones que en torno de ellas expuso el Tribunal. Cualquier 
ataque que de ese entendimiento de la cuestión hizo el ad quem, sólo podía hacerse 
por violación de la ley sustancial, ya sea directa o indirecta, según que implicara o no 
la indebida apreciación del material probatorio recaudado en el proceso. (SC042-
2022; 07/02/2022)  
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N 
NON REFORMATIO IN PEJUS-La alzada hizo más gravosa la situación del apelante 
único, al condenarlo en costas, por desconocer su condición de amparado por pobre. 
Esta prohibición tiene lugar cuando (i) un litigante vencido por una decisión fondo, 
(ii) promueve la alzada, y (iii) su contraparte no eleva impugnación equivalente o 
adhiere a la formulada. Prescindir sin fundamento objetivo de los efectos del 
reconocimiento del amparo de pobreza, e imponer la condena en costas, no es un 
asunto menor que deba pasar por alto. No se trata de un simple error que pueda 
corregirse por otros remedios procesales como en la liquidación (art. 366 C.G.P.) o 
mediante corrección o aclaración (arts. 285 y 286, C.G.P.) pues su controversia se 
zanja con su fijación en la sentencia; y porque, además, dicha institución procesal, 
se interrelaciona con derechos sustantivos de naturaleza constitucional, y más 
concretamente de contenido fundamental, como es el acceso a la administración de 
justicia, la igualdad y el debido proceso. (SC041-2022; 09/02/2022) 
 
NORMA SUSTANCIAL-No ostentan este linaje el artículo 8º ley 153 de 1887, el inciso 
final del artículo 1006 del Código de Comercio, los artículos 66,1602, 1603 del Código 
Civil y 176 del Código de Procedimiento Civil. Tiene carácter sustancial del inciso 1º 
del artículo 1006 del Código de Comercio. (SC042-2022; 07/02/2022)  
 
NULIDAD PROCESAL-Saneamiento cuando la sentencia de segunda instancia se 
dicta luego de vencido el término de seis meses contemplado para su decisión en el 
artículo 121 del Código General del Proceso. La nulidad derivada de la pérdida de 
competencia por vencimiento de los términos previstos en la primera parte de la 
norma es saneable y, por lo mismo, su acogimiento en casación, exige que no haya 
sido convalidada por quien la aduzca, entre otras hipótesis, por haber actuado en el 
proceso sin alegarla. Convalidación tácita porque no se alegó, habiendo podido y 
debido hacerlo. Artículo 136 numeral 1º CGP. (SC042-2022; 07/02/2022)  
 
De la que trata el artículo 29 de la Constitución Política, por violación al debido 
proceso, en tanto el decreto oficioso de la prueba pericial ordenada por el ad quem, 
vulneró el artículo 177 de Código de Procedimiento Civil, toda vez que condujo a la 
práctica de una prueba que dejó de surtirse en primera instancia por culpa de quien 
la solicitó, contrariando con ello, el debido proceso en los términos del artículo 
constitucional, deviniendo esa determinación como ilícita. Es innegable la 
impertinencia de la nulidad deprecada y el desacierto del camino escogido por el 
recurrente para cuestionar la ponderación que se hizo de la prueba decretada por él 
mismo de oficio. Indebida formulación del cargo. (SC042-2022; 07/02/2022) 
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R 
RECURSO DE CASACIÓN-Defecto de técnica: 1) edificada sobre la primera de las 
causales de casación, no se invocó ninguna norma de linaje sustancial. 2) la 
acusación de otorgar mérito demostrativo a una “especie de presunción” para tener 
por acreditados los perjuicios morales experimentados por los padres, cuando ella no 
aparece prevista en la ley y, por ende, no se podía tener como tal, debió formularse a 
la luz de la segunda causal de casación y, más exactamente, por la senda del error 
de derecho, en tanto que implicó la violación medio de las normas disciplinantes de 
ese modo de demostración indirecta de los hechos y no es de recibo que se haya 
encausado por vía directa. 3) En el cargo auscultado su proponente denunció el 
quebranto directo del artículo 422 del Código Civil, precepto que perdió efectos 
jurídicos por mandato del artículo 119 de la Ley 1306 de 2009. 4) conforme el nexo 
negocial que unió a la llamante en garantía y a las llamadas, ninguna de éstas puede 
considerarse dependiente de aquélla, y mucho menos, obligada a guardarle 
obediencia en la forma como lo consagra el artículo 2352 del Código Civil, por tanto, 
dicha norma no fue, ni puede ser, base esencial del fallo cuestionado. (SC042-2022; 
07/02/2022) 
 
RESPONSABILIDAD MÉDICA-Por fallecimiento de persona con diagnóstico tardío de 
apendicitis aguda, tras deficiente prestación del servicio médico, en sus diferentes 
fases. El riesgo inherente a las complicaciones que pueden presentarse como 
consecuencia de una apendicitis tardíamente diagnosticada y al desarrollo de una 
peritonitis como consecuencia de ello. Apreciación probatoria: en casos en los que se 
evalúan actividades profesionales o técnicas, la apreciación probatoria exige del juez, 
en la mayoría de las veces, confrontar el contenido de los elementos de juicio con el 
conocimiento científico relacionado con el arte u oficio sobre el que versa el proceso, 
en procura de comprender su genuino sentido. La sentencia SC13925-2016 no fue 
traída como prueba, sino como referente científico contentivo de una regla de la 
experiencia o, si se quiere, de una “regla de la sana crítica”. No pudiéndose confundir 
las pruebas y las reglas de la sana crítica, impropio es tener la literatura médica 
referida por el sentenciador de instancia como un medio de convicción, propiamente 
dicho. Perjuicios patrimoniales: dictamen pericial para determinar el ingreso mensual 
al momento del deceso del profesional de la ingeniería civil; lucro cesante futuro para 
el hijo, quien, al momento del fallecimiento de su padre, apenas contaba con ocho 
meses de edad. Perjuicios morales: causados a la cónyuge, hijo y padres de la víctima. 
Dependencia económica: la sola circunstancia de que él o la cónyuge y, o compañero 
(a) permanente reclamante del lucro cesante perciba ingresos propios, no desvirtúa 
su condición de dependiente económico de su pareja fallecida, cuando ésta contribuía 



 
 

 
Nubia Cristina Salas Salas                                                                                     Gaceta de Jurisprudencia 
Relatora de la Sala de Casación Civil                                                                      Providencias 2022-2 

5 

con los gastos para el sostenimiento del hogar común. Llamamiento en garantía: no 
estando acreditado el pago o la extinción, por parte de Salud Total S.A. EP.S., de las 
condenas solidarias impuestas en la sentencia de segunda instancia, no ha operado 
en favor de ella la subrogación prevista y, por lo mismo, ninguna acción puede ejercer 
en contra de los otros deudores solidarios, menos la de repetir la suma pagada en 
proporción a las cuotas que a ellos corresponda. Sin pago o extinción de la obligación 
solidaria, no hay subrogación, es decir, no se produce ningún efecto para los 
codeudores solidarios. (SC042-2022; 07/02/2022) 
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GACETA DE JURISPRUDENCIA 

Providencias Sala de Casación Civil 
N° 2-2022 

SC042-2022 
 
RESPONSABILIDAD MÉDICA-Por fallecimiento de persona con diagnóstico tardío de 
apendicitis aguda, tras deficiente prestación del servicio médico, en sus diferentes fases. El 
riesgo inherente a las complicaciones que pueden presentarse como consecuencia de una 
apendicitis tardíamente diagnosticada y al desarrollo de una peritonitis como consecuencia 
de ello. Apreciación probatoria: en casos en los que se evalúan actividades profesionales o 
técnicas, la apreciación probatoria exige del juez, en la mayoría de las veces, confrontar el 
contenido de los elementos de juicio con el conocimiento científico relacionado con el arte 
u oficio sobre el que versa el proceso, en procura de comprender su genuino sentido. La 
sentencia SC13925-2016 no fue traída como prueba, sino como referente científico 
contentivo de una regla de la experiencia o, si se quiere, de una “regla de la sana crítica”. 
No pudiéndose confundir las pruebas y las reglas de la sana crítica, impropio es tener la 
literatura médica referida por el sentenciador de instancia como un medio de convicción, 
propiamente dicho. Perjuicios patrimoniales: dictamen pericial para determinar el ingreso 
mensual al momento del deceso del profesional de la ingeniería civil; lucro cesante futuro 
para el hijo, quien, al momento del fallecimiento de su padre, apenas contaba con ocho 
meses de edad. Perjuicios morales: causados a la cónyuge, hijo y padres de la víctima. 
Dependencia económica: la sola circunstancia de que él o la cónyuge y, o compañero (a) 
permanente reclamante del lucro cesante perciba ingresos propios, no desvirtúa su 
condición de dependiente económico de su pareja fallecida, cuando ésta contribuía con los 
gastos para el sostenimiento del hogar común. Llamamiento en garantía: no estando 
acreditado el pago o la extinción, por parte de Salud Total S.A. EP.S., de las condenas 
solidarias impuestas en la sentencia de segunda instancia, no ha operado en favor de ella 
la subrogación prevista y, por lo mismo, ninguna acción puede ejercer en contra de los 
otros deudores solidarios, menos la de repetir la suma pagada en proporción a las cuotas 
que a ellos corresponda. Sin pago o extinción de la obligación solidaria, no hay subrogación, 
es decir, no se produce ningún efecto para los codeudores solidarios. 
 
RECURSO DE CASACIÓN-Defecto de técnica: 1) edificada sobre la primera de las causales 
de casación, no se invocó ninguna norma de linaje sustancial. 2) la acusación de otorgar 
mérito demostrativo a una “especie de presunción” para tener por acreditados los perjuicios 
morales experimentados por los padres, cuando ella no aparece prevista en la ley y, por 
ende, no se podía tener como tal, debió formularse a la luz de la segunda causal de casación 
y, más exactamente, por la senda del error de derecho, en tanto que implicó la violación 
medio de las normas disciplinantes de ese modo de demostración indirecta de los hechos y 
no es de recibo que se haya encausado por vía directa. 3) En el cargo auscultado su 

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2022/02/SC042-2022-2008-00283-01-1.pdf
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proponente denunció el quebranto directo del artículo 422 del Código Civil, precepto que 
perdió efectos jurídicos por mandato del artículo 119 de la Ley 1306 de 2009. 4) conforme 
el nexo negocial que unió a la llamante en garantía y a las llamadas, ninguna de éstas 
puede considerarse dependiente de aquélla, y mucho menos, obligada a guardarle 
obediencia en la forma como lo consagra el artículo 2352 del Código Civil, por tanto, dicha 
norma no fue, ni puede ser, base esencial del fallo cuestionado. 
 
NORMA SUSTANCIAL-No ostentan este linaje el artículo 8º ley 153 de 1887, el inciso final 
del artículo 1006 del Código de Comercio, los artículos 66,1602, 1603 del Código Civil y 
176 del Código de Procedimiento Civil. Tiene carácter sustancial del inciso 1º del artículo 
1006 del Código de Comercio. 
 
NULIDAD PROCESAL-Saneamiento cuando la sentencia de segunda instancia se dicta 
luego de vencido el término de seis meses contemplado para su decisión en el artículo 121 
del Código General del Proceso. La nulidad derivada de la pérdida de competencia por 
vencimiento de los términos previstos en la primera parte de la norma es saneable y, por lo 
mismo, su acogimiento en casación, exige que no haya sido convalidada por quien la 
aduzca, entre otras hipótesis, por haber actuado en el proceso sin alegarla. Convalidación 
tácita porque no se alegó, habiendo podido y debido hacerlo. Artículo 136 numeral 1º CGP. 
 
NULIDAD PROCESAL-De la que trata el artículo 29 de la Constitución Política, por 
violación al debido proceso, en tanto el decreto oficioso de la prueba pericial ordenada por 
el ad quem, vulneró el artículo 177 de Código de Procedimiento Civil, toda vez que condujo 
a la práctica de una prueba que dejó de surtirse en primera instancia por culpa de quien 
la solicitó, contrariando con ello, el debido proceso en los términos del artículo 
constitucional, deviniendo esa determinación como ilícita. Es innegable la impertinencia de 
la nulidad deprecada y el desacierto del camino escogido por el recurrente para cuestionar 
la ponderación que se hizo de la prueba decretada por él mismo de oficio. Indebida 
formulación del cargo. 
 
INCONGRUENCIA-1) ausencia de interés para alegar en casación la falta de definición las 
súplicas iniciales del libelo introductorio, así como en que los demandantes no esgrimieron 
como causa de la responsabilidad por ellos peticionada, la carencia del consentimiento 
informado. 2) se torna evidente la impertinencia del cargo, y, por ende, su fracaso, puesto 
que las determinaciones atinentes a la solidaridad de los demandados y la extensión de la 
condena del lucro cesante, derivaron de las apreciaciones que en torno de ellas expuso el 
Tribunal. Cualquier ataque que de ese entendimiento de la cuestión hizo el ad quem, sólo 
podía hacerse por violación de la ley sustancial, ya sea directa o indirecta, según que 
implicara o no la indebida apreciación del material probatorio recaudado en el proceso. 
 
INCONGRUENCIA FÁCTICA-Es necesario que la separación por parte del juzgador de los 
hechos de la demanda sea total y absoluta, de modo que cuando ese apartamiento es 
meramente parcial o esté referido, como en este caso, a un puntual supuesto fáctico, la 
disonancia no se configura. Así se admita que fue fruto de la inventiva del Tribunal, como 
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motivo de responsabilidad, la carencia del consentimiento informado para la práctica de la 
primera intervención a que fue sometido, esa alteración no tradujo una separación total del 
cuadro fáctico en que los demandantes soportaron la acción, ni mucho menos, el abandono 
del mismo para ser sustituido por uno de creación judicial, que es, al fin de cuentas, la 
única causa de este tipo de incongruencia. 
 
Fuente formal:  
Artículo 336 numerales 1º, 2º, 3º, 5º CGP.  
Artículo 136 numeral 1º y parágrafo CGP.  
Artículos 121 inciso 6º, 281 CGP.  
Artículo 29 CPo.  
Artículo 176 CGP.  
Artículo 344 numeral 2º literal a) inciso 3º y parágrafo 1º CGP.  
Artículo 11 Decreto 3380 de 1981.  
Artículos 422, 1579, 2352 CC.  
Artículo 8º ley 153 de 1887.  
Artículo 57 CPC. 
 
Fuente jurisprudencial:  
1) Las invalidaciones procesales alegables en desarrollo del recurso extraordinario de que 
se trata, están sometidas, como acontece en las instancias, al principio de convalidación, 
que se “(…) ‘(…) refiere a la posibilidad del saneamiento, expreso o tácito, lo cual apareja la 
desaparición del vicio, salvo los casos donde por primar el interés público no se admite este 
tipo de disponibilidad (…). De manera que para tener éxito una reclamación de nulidad 
procesal, se requiere no sólo que la ley consagre positivamente el vicio como causal de 
nulidad, sino que quien la alegue siendo afectado por él no la haya saneado expresa o 
tácitamente’ (CSJ, SC del 26 de marzo de 2001, Rad. n.° 5562)”: SC 069 del 28 de enero de 
2019, Rad. n.° 2008-00226-01.  
2) La Corte Constitucional, entre otras determinaciones, resolvió “DECLARAR LA 
INEXEQUIBILIDAD de la expresión ‘de pleno derecho’ contenida en el inciso 6 del artículo 
121 del Código General del Proceso, y la EXEQUIBILIDAD CONDICIONADA del resto de 
este inciso, en el entendido de que la nulidad allí prevista debe ser alegada antes de 
proferirse la sentencia, y de que es saneable en los términos de los artículos 132 y 
subsiguientes del Código General del Proceso”: sentencia C-443 del 25 de septiembre de 
2019.  
3) Esta conclusión no podría ser diferente, pues el artículo 29 de la Constitución Política, 
sin ambigüedad alguna, prescribió que «[e]s nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con 
violación del debido proceso» (negrilla fuera de texto); esto es, circunscribe los efectos 
invalidantes al instrumento suasorio que se obtuvo en desatención de las garantías 
fundamentales, sin extenderlo a la totalidad del trámite. Se trata, entonces, de una regla 
de exclusión probatoria, «vale decir, [impone] la separación de ese material suasorio del 
elenco probatorio. Así las cosas, es infortunado y estéril el esfuerzo del recurrente 
enderezado a enmarcar en el contexto… [de] la nulidad del proceso» (SC, 28 ab. 2008, rad. 
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n.° 2003-00097-01). Por tanto, en el caso bajo escrutinio se cometió el error técnico de 
formular una acusación, siendo procedente denegar su estudio: SC 4257-2020.  
4) Tratándose del recurso extraordinario de casación, es indispensable que quien lo formule 
“actúe legitimado” y, además, “que el inconforme tenga la facultad de plantear cada uno de 
los cargos que aduzca con el propósito de combatir la sentencia blanco de su ataque, 
posibilidad que deriva de que las especificas decisiones cuestionadas a través de ellos, le 
irroguen en verdad un perjuicio suficiente que habilite su cuestionamiento impugnativo: 
SC19884-2017.  
5) Tal exigencia, como de antaño lo tiene clarificado la Sala, traduce que “frente a la 
resolución cuya infirmación se propone obtener, considerada esta última desde el punto de 
vista de sus efectos prácticos determinados por las providencias en ella adoptadas por el 
órgano jurisdiccional en orden a juzgar sobre el fundamento del litigio, ha de encontrarse 
[el] recurrente en una relación tal que le permita conceptuarse perjudicado y así justificar 
su actuación encaminada a pedir la tutela que el recurso de casación dispensa”: SC del 7 
de septiembre de 1993, Rad. n.° 3475, G.J., T. CCXXV, pág. 433.  
6) ‘La carencia de armonía entre lo pedido y lo decidido, referida como es al contenido de la 
sentencia, ha de buscarse, en línea de principio, en la parte resolutiva de la misma, ‘pues 
la causal no autoriza ni puede autorizar a entrar en el examen de las consideraciones que 
han servido al juzgador como motivos determinantes de su fallo (…): SC10051-2014.  
7) En tratándose de los descendientes de la víctima, “el periodo indemnizable a tener en 
cuenta para ellos, se extenderá hasta la edad límite de 25 años, (…), pues de conformidad 
con la doctrina de esta Corporación, normalmente a ese momento de la existencia se 
culmina la educación superior, y la persona ya se halla en capacidad de valerse por sí 
misma”: SC15996-2016.  
8) Respecto a la segunda forma de incongruencia, denominada fáctica, se materializa 
cuando el juzgador se separa del sustrato ontológico que fue anunciado en el escrito 
inaugural o en cualquiera de las intervenciones en que los sujetos procesales pueden 
precisar su alcance -vr. gr. traslado de las excepciones o fijación del objeto del litigio-, para 
sustituirlo por una invención judicial, por la proveniente de otro litigio o por el conocimiento 
privado del juez. El alejamiento debe ser diametral, en esta última hipótesis, pues el 
legislador exigió que la incongruencia se refiera a los hechos, vistos con unidad de sentido 
y de forma holística, lo que excluye que simples imprecisiones u omisiones puedan dar 
lugar a disonancia; la jurisprudencia tiene dicho que debe darse «una separación evidente 
de la plataforma fáctica esgrimida en la demanda y su contestación», para reemplazarla 
«por unos hechos inconexos y distantes a la controversia, como si se tratara de otro caso, 
perdiéndose toda la sincronía entre las consideraciones, lo decidido y la realidad material 
del litigio»:SC16785-2017, SC2929-2021.  
9) La Corte, en procura de explicar cuándo las sentencias completamente absolutorias son 
susceptibles de atacarse por incongruencia, precisó que ello acontece, al lado de otra 
hipótesis, en el supuesto de que el juzgador “se aparta sustancialmente de la relación 
fáctica expuesta por las partes en la demanda o en su contestación para acoger sin 
fundamento alguno, su personal visión de la controversia, esto es, ‘al considerar la causa 
aducida, no hace cosa distinta que despreocuparse de su contenido para tener en cuenta 
únicamente el que de acuerdo con su personal criterio resulta digno de ser valorado’, o 
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expresado de otra manera, corresponde a ‘un yerro por invención o imaginación judicial, 
producto de la desatención o prescindencia de los hechos de la demanda’ (Sent. 225 de 27 
de noviembre de 2000, expediente 5529); (…)”: SC del 29 de julio de 2009, Rad. n.° 2001-
00770-01.  
10) La Sala coligió el fracaso de la incongruencia fáctica en ese proceso propuesta, entre 
otras razones, por cuanto así fuera cierto que la causa de la acción “esgrimida en el escrito 
genitor del litigio fue reemplazada por el sentenciador de alzada y, de esta forma, se alteró 
la plataforma fáctica, lo cierto es que la sustitución sería parcial, lejana de una separación 
absoluta, requisito indispensable para que haya una incongruencia fáctica. (…). Y es que, 
como se explicó, «[e]sta última se configura… cuando el juzgador se aleja abiertamente del 
sustrato fáctico planteado en la demanda, contestación y traslado de la oposición, para 
fincarse en su conocimiento privado o en la imaginación» (SC3724, 5 oct. 2020, rad. n.° 
2008-00760-01). (…). Visto que en el sub examine la desviación se acotó a un punto preciso 
del reclamo, como es la causa simulatoria, sin afectar la totalidad de los hechos esgrimidos, 
se descarta una renovación integral del sustrato material del litigio y su reemplazo por uno 
proveniente de la inventiva del juzgador, su percepción personal o el tomado de otro 
proceso”: SC 2929-2021.  
11) Y, en segundo término, de la experiencia, que corresponden, según lo tiene señalado 
esta Corporación, a “postulados obtenidos de la regularidad de los acontecimientos 
cotidianos, es decir que se inducen a partir de lo que generalmente ocurre en un contexto 
social especifico”, dentro de las cuales puede ubicarse el “conocimiento científico”, esto es, 
“las teorías, hipótesis o explicaciones formuladas por la comunidad científica o ilustrada, 
respaldadas por la evidencia de sus investigaciones o experimentos”, que por lo general “se 
encuentran publicadas en textos académicos, revistas indexadas, artículos especializados, 
memorias de conferencias o simposios, etc.”: SC9193-2017.  
12) “[l]a sana crítica no es ni puede ser medio de prueba, pues su función radica en servir 
de marco de referencia (hermenéutico) para la valoración razonada de las pruebas, es decir 
que contribuye a la conformación del contexto de significado que permite al juez interpretar 
la información contenida en los medios de prueba legal y oportunamente allegados al 
proceso. Por ello no se producen, practican, valoran o controvierten como se hace con los 
medios de prueba; aunque las partes tienen la posibilidad de aportar todos los elementos 
de prueba legalmente admisibles para aclararlas, explicarlas, ampliarlas o limitar su 
aplicación”: SC9193-2017.  
13) “El conocimiento científico afianzado, como parte de la reglas de la sana crítica, tiene 
la misma implicación que consultar una enciclopedia, un libro de texto especializado, o un 
diccionario con el fin de desentrañar el significado de los conceptos generales que permiten 
comprender y valorar la información suministrada por los medios de prueba”, puesto que 
“si la técnica probatoria permite y exige valorar las pruebas de acuerdo con las máximas 
de la experiencia común, con mucha más razón es posible analizar las probanzas según los 
dictados del conocimiento científico afianzado, sin el cual muchas veces no será posible 
saber si el órgano de prueba brinda o no una información que corresponde a la realidad”: 
SC9193-2017.  
14) De ahí que, como se expresó en la analizada providencia, “[l]a suficiencia o plenitud de 
la prueba es siempre relativa al tema probandum, por un lado, y al contexto de referencia, 
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por el otro, pues no existe una prueba completa en sí misma (a menos que la ley lo disponga 
expresamente), sino unos medios que proveen conocimiento con la aptitud o eficacia para 
explicar las circunstancias en que se basa la controversia, a la luz de un análisis contextual 
de la realidad social, profesional o técnica en que se dan los hechos que se investigan”: 
SC9193-2017.  
15) “Partiendo de la base de que la discreta autonomía de los juzgadores de instancia en la 
apreciación de las pruebas conduce a que los fallos lleguen a la Corte amparados en la 
presunción de acierto, es preciso subrayar que los errores de hecho que se les endilga deben 
ser ostensibles o protuberantes para que puedan justificar la infirmación del fallo, 
justificación que por lo tanto no se da sino en tanto quede acreditado que la estimación 
probatoria propuesta por el recurrente es la única posible frente a la realidad procesal, 
tornando por lo tanto en contraevidente la formulada por el juez; por el contrario, no 
producirá tal resultado la decisión del sentenciador que no se aparta de las alternativas de 
razonable apreciación que ofrezca la prueba o que no se impone frente a ésta como 
afirmación ilógica y arbitraria, es decir, cuando sólo se presente apenas como una 
posibilidad de que se haya equivocado”: SC del 8 de septiembre de 2011, Rad. n.° 2007-
00456-01.  
16) Se infiere, pues, que el mérito probatorio de la copia de una actuación procesal que se 
pretenda hacer valer en otra controversia litigiosa, depende de la verificación que el juez 
encargado de esta última pueda hacer de la satisfacción de las indicadas exigencias, 
constatación que, en cuanto hace a la primera de ellas, se puede obtener con la aportación 
de copia del auto que ordenó las reproducciones o de la constancia misma de autenticación, 
si en ella se alude expresamente a dicha providencia; y que, respecto de la segunda, se 
desprende de la comentada nota secretarial: SC del 9 de noviembre de 2010, Rad. n.° 2002-
00364-01.  
17) Como la copia aportada por el recurrente es informal, carece de las dos exigencias 
indicadas, y por lo mismo, no podía, ni puede ser apreciada como prueba, constatación que 
descarta el error de hecho denunciado, pues “para la configuración de esta clase de yerro 
se exige, como mínimo, según lo tiene igualmente decantado esta Corporación, que la 
prueba exista en el proceso y que pueda apreciarse válidamente”: SC 3368-2019.  
18) se impone colegir la falta de demostración del yerro fáctico denunciado, actividad en 
torno de la que la Sala, de forma constante ha señalado que “[c]omo el recurso de casación 
no constituye una tercera instancia habilitada para dirimir el conflicto sometido a la 
jurisdicción, sino la más elevada expresión del control normativo a que se somete la 
actividad jurisdiccional del Estado, resulta necesario recordar que este medio de 
impugnación no es útil para insistir o enfatizar en los argumentos probatorios expuestos 
ante los [j]ueces de conocimiento, razón por la cual, es indispensable que el recurrente -
cuando endilgue al sentenciador violación de la ley sustancial, a consecuencia de errores 
de hecho en la apreciación de las pruebas-, más que disentir, se ocupe de acreditar los 
yerros que le atribuye al sentenciador, laborío que reclama la singularización de los medios 
probatorios supuestos o preteridos; su puntual confrontación con las conclusiones que de 
ellos extrajo -o debió extraer- el Tribunal y la exposición de la evidencia de la equivocación, 
así como su trascendencia en la determinación adoptada”: SC del 23 de marzo de 2004, 
Rad. No. 7533.  



 
 

 
Nubia Cristina Salas Salas                                                                                     Gaceta de Jurisprudencia 
Relatora de la Sala de Casación Civil                                                                      Providencias 2022-2 

12 

19) Al respecto, son aplicables viejas enseñanzas de la Corte que, pese al cambio legislativo, 
siguen teniendo vigencia, entre las cuales debe destacarse que “sustentar debidamente 
cada acusación, reclama de su proponente explicar y demostrar las trasgresiones de la ley 
en las que la respectiva autoridad judicial pudo haber incurrido al dictar el fallo 
controvertido, por lo que los argumentos que esgrima, no pueden quedarse en meras 
generalizaciones, o afianzarse en la totalidad de lo acontecido en el litigio, o aludir 
globalmente a lo probado en el proceso, o reprochar de forma abstracta las decisiones 
adoptadas, actitudes todas que tornan frustránea la acusación que en tales condiciones se 
formule, puesto que ‘…‘el recurrente, como acusador que es de la sentencia, está obligado 
a proponer cada cargo en forma concreta, completa y exacta para que la Corte, situada 
dentro de los límites que demarca la censura, pueda decidir el recurso sin tener que 
moverse oficiosamente a completar la acusación planteada, por impedírselo el carácter 
eminentemente dispositivo de la casación’ (G.J. t. CXLVIII, pág. 221)’ (CSJ, auto del 28 de 
septiembre de 2004)”: SC 15437-2014.  
20) “[c]omo el recurso de casación no constituye una tercera instancia habilitada para 
dirimir el conflicto sometido a la jurisdicción, sino la más elevada expresión del control 
normativo a que se somete la actividad jurisdiccional del Estado, resulta necesario recordar 
que este medio de impugnación no es útil para insistir o enfatizar en los argumentos 
probatorios expuestos ante los [j]ueces de conocimiento, razón por la cual, es indispensable 
que el recurrente -cuando endilgue al sentenciador violación de la ley sustancial, a 
consecuencia de errores de hecho en la apreciación de las pruebas-, más que disentir, se 
ocupe de acreditar los yerros que le atribuye al sentenciador, laborío que reclama la 
singularización de los medios probatorios supuestos o preteridos; su puntual confrontación 
con las conclusiones que de ellos extrajo -o debió extraer- el Tribunal y la exposición de la 
evidencia de la equivocación, así como su trascendencia en la determinación adoptada”: SC 
del 23 de marzo de 2004, Rad. No. 7533.  
21) Y para que este requisito quede satisfecho del modo que es debido, es indispensable 
que esa crítica guarde adecuada consonancia con lo esencial de la motivación que se 
pretende descalificar, vale decir que se refiera directamente a las bases en verdad 
importantes y decisivas en la construcción jurídica sobre la cual se asienta la sentencia, 
habida cuenta de que si blanco del ataque se hacen los supuestos que delinea a su mejor 
conveniencia el recurrente y no a los que constituyen el fundamento nuclear de la 
providencia, se configura un notorio defecto técnico por desenfoque que conduce al fracaso 
del cargo correspondiente (sentencia 06 de 26 de marzo de 1999)”: Casación Civil, sentencia 
de 5 de abril de 2010, Exp. 2001-04548-01)”: SC del 20 de septiembre de 2013, Rad. n.° 
2007-00493-01.  
22) En hipótesis como la en precedencia descrita, la prueba del daño patrimonial consistirá 
en la acreditación, por una parte, del vínculo conyugal o marital y, por otra, de los aportes 
que para el sostenimiento de hogar común hacía la víctima, que como lo tiene dicho la 
jurisprudencia, se inferirán del hecho de que ella tuviese ingresos económicos, pues ante 
la existencia de éstos, es dable presumir que utilizaba parte de ellos a contribuir al 
cubrimiento de las necesidades de la familia, habida cuenta que aplicado el principio de la 
buena fe y las reglas de la experiencia, las personas, por regla general, prioritariamente 
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cumplen con las obligaciones de ese linaje -familiares- a su cargo: SC del 28 de febrero de 
2013, Rad. n.° 2002-01011-01.  
23) Edificada sobre la primera de las causales de casación previstas en el artículo 366 del 
Código General del Proceso, no se invocó ninguna norma de linaje sustancial, esto es, una 
que “en razón de una situación fáctica concreta, declara (…), crea (…), modifica (…) o 
extingue (…) relaciones jurídicas también concretas entre las personas implicadas en tal 
situación”: SC del 24 de octubre de 1975, G.J., t. CLI, pág. 254, reproducida, entre otras 
más, en SC del 19 de diciembre de 1999. Criterio invocado en SC del 9 de marzo de 1995, 
30 de agosto, 9 de septiembre y 9 de diciembre de 1999, 3 de septiembre de 2004; y en AC 
del 6 de marzo de 2013, Rad. n.° 2008-00015-01, 1° de abril de 2013, Rad. n.° 2007-00285-
01.  
24) ‘En cuanto el cargo señala también como normas infringidas las consagradas en los 
artículos 4º y 8º de la Ley 153 de 1887, y 1613 y 2341 del Código Civil, se observa que las 
tres primeras no pueden ser consideradas sustanciales en el terreno casacional como se 
expuso en precedencia, pues recogen principios generales o son meramente definitorias’: 
AC, 30 de mayo de 2011, Rad. 1999-03339-01; reiterado en AC7633-2016, AC604-2020.  
25) El segundo cargo denuncia la violación del artículo 7º de la ley 75 de 1968 (…); el tercero 
los artículos 66 del Código Civil, 166 y 176 del Código General del Proceso, (…). Ninguna 
de esas normas tiene carácter sustancial. En efecto, (…). Así mismo, el artículo 66 del 
Código Civil, da un concepto de la presunción y sus clases. De similar tesitura es el 166 
del Código General del Proceso. (…): AC663-2021.  
26) Debe añadirse que no resulta acertada la razón expresada por el recurrente para haber 
invocado el mandato legal antes mencionado, esto es, que “con apoyo” en él fue que “se 
admitió en nuestro país la corrección monetaria de obligaciones dinerarias”, pues la Corte 
ha precisado, desde antaño, que ese fenómeno “tiene un profundo contenido de equidad”: 
SC del 24 de enero de 1990, G.J., t. CC, págs. 7 a 29.  
27) Es por ello por lo que esa ‘recomposición económica lo único que busca, en 
reconocimiento a los principios universales de equidad e igualdad de la justicia a los que 
de manera reiterada alude la jurisprudencia al tratar el tema de la llamada ‘corrección 
monetaria’ (G.J. CLXXXIV, pág. 25, y CC Pág. 20), es atenuar las secuelas nocivas del 
impacto inflacionario sobre una deuda pecuniaria sin agregarle, por lo tanto, a esta última, 
nada equiparable a una sanción o un resarcimiento (cas. civ. de 8 de junio de 1999; exp: 
5127’, lo que quiere significar que ‘el fundamento de la corrección monetaria no puede 
ubicarse en la urgencia de reparar un daño emergente, sino en obedecimiento, insístese, a 
principios más elevados como el de la equidad, el de la plenitud del pago, o el de la 
preservación de la reciprocidad en los contratos bilaterales’, ya que ‘la pérdida del poder 
adquisitivo del dinero no afecta la estructura intrínseca del daño, sino su cuantía’: cas. civ. 
de 9 de septiembre de 1999; exp. 5005; Vid: cas. civ. de 28 de junio de 2000; exp: 5348, 
SC del 18 de mayo de 2005.  
28) “El artículo ‘1602 (…) es el hontanar mismo de toda la teoría contractual, consagratoria 
quizá de la más grande metáfora de tal ordenamiento, en cuanto que para vivificar la fuerza 
de lo que se pacta se equipara nada menos que con el concepto de ley, (…) norma que por 
el mismo grado de abstracción no consagra en principio derechos subjetivos concretos’ y el 
1603 ‘tampoco es sustancial, pues es meramente descriptivo de la forma como deben 
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cumplirse los contratos (AC280-2021)”: SC4139-2021; y que “[t]ampoco se satisfizo la 
aludida exigencia formal en el cuarto y último embate, referido a ‘la violación directa de 
una ley sustancial’, porque los artículos allí señalados, valga destacar, 1602 y 1603 del 
Código Civil, carecen de linaje sustancial”: AC280-2021.  
29) La Sala observó que, “con miras a precisar que en este fenómeno podían caber todas 
aquellas situaciones en que existe una relación de garantía, proveniente de ley o de 
convención, que habilite al llamante a convocar a un tercero que le proteja y pague por él 
o le reembolse lo que erogó por razón de la condena, se incluyeron en el Código de 
Procedimiento Civil dos normas -artículos 54 y 57- para abarcar un mismo fenómeno, que 
hoy en el Código General del Proceso, atendiendo a lo dicho, quedó en un solo precepto, en 
el que, además, figura la posibilidad de que un demandado llame en garantía a otro 
demandado, figura denominada demanda de coparte (art. 64)”: SC1304-2018.  
30) Ejemplos de derecho legal son múltiples. Estos, entre otros: el deudor solidario que es 
demandado para pagar el monto de un perjuicio (Arts. 1579 y 2344 del C.C.); el codeudor 
solidario demandado por obligación que no es posible cumplir por culpa de otro codeudor 
(Art. 1583-3 ibídem); el codeudor de obligación indivisible que paga la deuda (Art. 1587 
ibídem); el comprador que sufre evicción que al vendedor debe sanear (Art. 1893 ibídem). Y 
de derecho contractual, se tiene el caso clásico de la condena en perjuicios al demandado, 
por responsabilidad civil contractual o aquiliana, que tiene amparados con póliza de 
seguros: SC del 28 de septiembre de 1977, G.J., t. CLV, pág. 254.  
31) Ahora, sea que el llamamiento en garantía lo proponga una u otra parte, lo significativo 
es que éste comporta el planteamiento de la llamada pretensión revérsica, o la ‘proposición 
anticipada de la pretensión de regreso’ …, o el denominado ‘derecho de regresión’ o ‘de 
reversión’, como lo ha indicado la Corte, que tiene como causa la relación sustancial de 
garantía que obliga al tercero frente a la parte llamante, ‘a indemnizarle el perjuicio que 
llegare a sufrir, o el reembolso total o parcial del pago que tuviere que hacer como resultado 
de la sentencia’ (artículo 57). De modo que, de acuerdo con la concepción que sobre el 
llamamiento en garantía establece el texto legal antes citado, la pretensión que contra el 
tercero se formula es una pretensión de condena eventual (in eventum), es decir, que ella 
sólo cobra vigencia ante el hecho cierto del vencimiento de la parte original y que, con 
ocasión de esa contingencia de la sentencia, ‘se vea compelido a resarcir un perjuicio o a 
efectuar un pago’, como lo ha dicho la Corte: SC1304-2018. 32) Por manera que, en línea 
de principio, una vez efectuado el pago la subrogación se produce y, con ello, connatural a 
dicha institución, sobreviene la sustitución del inicial acreedor; bajo esa perspectiva, quien 
satisface la contraprestación respectiva asume la posición de quien fuera en un comienzo 
su titular: SC17494-2015. 
 
ASUNTO 
Se solicitó declarar la existencia de los contratos celebrados, de un lado, por el señor 
Francisco Javier Gómez Rondón (q.e.p.d.) con Salud Total S.A. E.P.S., para la prestación 
por parte de esta última al primero del servicio de salud; y de otro, por la precitada 
demandada con la Sociedad Médico Quirúrgica del Tolima S.A., -Clínica Tolima S.A.-, la 
Sociedad de Cirujanos Generales del Tolima Limitada y el doctor Hernando Ávila Molina, 
para atender tal obligación por parte de aquélla. Declarar que los demandados 
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incumplieron sus obligaciones de prestar al señor Francisco Javier Gómez Rondón (q.e.p.d.) 
“un adecuado y oportuno servicio de salud”. Declarar “civilmente responsable[s]” a los 
demandados “por el fallecimiento de FRANCISCO JAVIER GÓMEZ RONDÓN, a 
consecuencia de la impericia, negligencia e ineptitud, frente a un mal procedimiento pre 
operatorio, operatorio y posoperatorio, de extracción de apéndice -mal diagnosticada-, que 
condu[jo] a una peritonitis mal intervenida, que le ocasión[ó] la muerte en un total de nueve 
días”. Condenar a los accionados a pagar a los promotores de la controversia los perjuicios 
morales, el daño a la vida de relación y daños materiales. El ad quem revocó la decisión del 
a quo, y en su defecto, resolvió declarar la responsabilidad civil y solidaria de los accionados 
“por el fallecimiento de señor Francisco Javier Gómez Rondón”. Condenó a aquéllos a pagar 
perjuicios patrimoniales, a título de lucro cesante y morales. Salud Total S.A. E.P.S., 
formuló dos cargos, soportados en las dos iniciales causales de casación, en los que 
combatió la desestimación que el ad quem hizo de los llamamientos en garantía a la 
Sociedad Médico Quirúrgica del Tolima S.A. -Clínica Tolima S.A.-, la Sociedad de Cirujanos 
del Tolima Limitada y el doctor Ávila Molina. La Sociedad Médico Quirúrgica del Tolima S.A. 
-Clínica Tolima S.A.-, planteó siete cargos, así: los dos primeros con estribo en la causal 
quinta de casación, en los que pidió la nulidad del proceso; el siguiente, fincado en la causal 
tercera, en el que denunció el fallo por incongruente; la cuarta acusación, soportada en la 
causal segunda, en la que combatió el ingreso de la víctima que tuvo en cuenta el ad quem 
al concretar el lucro cesante, con que benefició a la cónyuge e hijo de aquélla; el cargo 
quinto, planteado por violación directa de la ley sustancial, en el que se controvirtió la 
condena al daño moral; el sexto reproche, edificado también sobre la causal primera de 
casación, dirigido a cuestionar la corrección monetaria que se aplicó en la tasación del lucro 
cesante; y la censura final, que igualmente transitó por la senda de la violación directa, 
encaminada a disputar que el lucro cesante del hijo de la víctima, se hubiere liquidado 
hasta cuando él cumpla la edad de 25 años. El médico Ávila Molina propuso tres cargos, 
de los cuales, los dos iniciales, denunciaron la violación indirecta de la ley sustancial, para, 
en el primero, reprochar la culpabilidad imputada al recurrente, y en el segundo, cuestionar 
la base salarial que se tomó a efecto de la cuantificación del lucro cesante; y el cargo tercero, 
en el que se tildó la sentencia de incongruente. La Sala no casa la sentencia impugnada 
 
M. PONENTE    : ÁLVARO FERNANDO GARCÍA RESTREPO 
NÚMERO DE PROCESO    :  73001-31-03-006-2008-00283-01 
PROCEDENCIA     : SALA CIVIL FAMILIA DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE IBAGUÉ 
TIPO DE PROVIDENCIA   : SENTENCIA 
NÚMERO DE LA PROVIDENCIA  : SC042-2022 
CLASE DE ACTUACIÓN   : RECURSO DE CASACIÓN 
FECHA     : 07/02/2022 
DECISIÓN    : NO CASO 
 
 
SC041-2022 
 
CONTRATO DE COMPRAVENTA-De bien inmueble embargado. No se presenta nulidad 
absoluta por objeto ilícito, cuando en la escritura de compraventa se dispone que, al 
momento de llevarse a cabo la tradición -mediante su registro- se procederá a inscribir las 
órdenes de levantamiento de la cautela. Los contratantes pueden convenir la venta del bien 
mientras se encuentra embargado, siempre que se fije un plazo o modo para que dicha 

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2022/02/SC041-2022-2015-00218-01_2-4.pdf
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limitación se levante antes efectuarse su tradición; o se pacte la condición de conseguir la 
autorización del juez o el acreedor. Interpretación de la expresión «salvo que el juez lo 
autorice o el acreedor consienta en ello», del numeral 3º del artículo 1521 del Código Civil. 
En la hipótesis de faltar el referido consentimiento, la Corte -en diversas épocas- ha 
proferido determinaciones encontradas acerca de acoger o no la nulidad de la venta de 
cosas embargadas, en particular, de los inmuebles. La posición imperante es la de negarse 
admitir la validez de la venta de cosas embargadas por tratarse de objeto ilícito, surgida a 
partir de la sentencia de 14 de diciembre de 1976. 
 
NON REFORMATIO IN PEJUS-La alzada hizo más gravosa la situación del apelante único, 
al condenarlo en costas, por desconocer su condición de amparado por pobre. Esta 
prohibición tiene lugar cuando (i) un litigante vencido por una decisión fondo, (ii) promueve 
la alzada, y (iii) su contraparte no eleva impugnación equivalente o adhiere a la formulada. 
Prescindir sin fundamento objetivo de los efectos del reconocimiento del amparo de pobreza, 
e imponer la condena en costas, no es un asunto menor que deba pasar por alto. No se 
trata de un simple error que pueda corregirse por otros remedios procesales como en la 
liquidación (art. 366 C.G.P.) o mediante corrección o aclaración (arts. 285 y 286, C.G.P.) 
pues su controversia se zanja con su fijación en la sentencia; y porque, además, dicha 
institución procesal, se interrelaciona con derechos sustantivos de naturaleza 
constitucional, y más concretamente de contenido fundamental, como es el acceso a la 
administración de justicia, la igualdad y el debido proceso. 
 
Fuente formal:  
Artículo 1866 CC.  
Artículo 1521 numeral 3º CC.  
Artículo 336 numerales 1º, 2º, 4º CGP.  
Artículos 151, 154 CGP.  
Artículo 31 CPo.  
Artículo 328 inciso 4 CGP. 
 
Fuente jurisprudencial:  
1) En el ámbito de la violación directa de la ley sustancial, en doctrina decantada, la Corte 
«trabaja con los textos legales sustantivos únicamente, y ante ellos enjuicia el caso; ya sabe 
si los hechos están probados o no están probados, parte de la base de una u otra cosa, y 
sólo le falta aplicar la ley a los hechos establecidos»: SC. Sentencia 040 de 25 de abril de 
2000, exp. 5212, citando LXXXVIII-504.  
2) En la hipótesis de faltar el consentimiento del numeral 3º del artículo 1521 del CC, esta 
Corte, en diversas épocas, ha proferido determinaciones encontradas acerca de acoger o no 
la nulidad de la venta de cosas embargadas, en particular, de los inmuebles. Un primer 
extremo decisional, acogió la tesis negativa en las sentencias de 7 mayo de 1969, 13 de 
mayo de 1968, G.J., números 2310, 2311 y 2312, pp. 91 y ss., y 6 de noviembre de 1975. 
En la otra orilla, que es la vigente, por el contrario, se adoptó el criterio positivo, surgido 
inicialmente con las providencias de marzo de 1939, 3 de septiembre de 1952, 7 de mayo 
de 1969, G.J., números 1911, 2310, 2311 y 2312, pp. 91 y ss., y luego retomadas en las 
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providencias 14 de septiembre de 1976, 2 de agosto de 1999 (exp. 4937) y 4 de febrero de 
2013 (exp. 2008-00471-01).  
3) «(…) título, aunque sea otorgado estando vigente el decreto de embargo judicial, en nada 
afecta la situación creada por éste. Por el contrario, la tradición que se haga durante la 
existencia de la medida cautelar es ilícita, en cuanto contraría al mandato judicial y vulnera 
los intereses resguardados con él (…)»: SC. de 6 de noviembre de 1975.  
4) La doctrina vigente, edificada a partir de los hechos examinados en cada caso concreto, 
y conforme a la interpretación finalista del numeral 3º del artículo 1521 del C.C., precisó 
que los contratantes pueden negociar la venta del bien embargado, sin implicar ello la 
nulidad contrato, siempre y cuando la obligación de transferirlo se acuerde como 
modalidad, plazo o condición (C.C., arts. 1530 y 1551: SC. de 8 de agosto de 1974. En otras 
palabras, «(…) si los contratantes estipulan como pura la obligación de enajenarlo, si no lo 
sujetan a plazo ni condición, contrato y tradición son nulos, como quiera que aquél prevé 
el pago inmediato de la obligación de dar, esto es mientras el embargo subsiste; más si 
pactan el pago, o sea la tradición o enajenación, se haga cuando la cosa haya sido 
desembargada (obligación a plazo indeterminado), o en el evento de que Juez lo autorice o 
el acreedor consienta en ello (obligación condicional), tanto el contrato como la enajenación 
constitutiva del pago son actos válidos y eficaces (…)»: SC. Sentencia de 14 de diciembre de 
1976.  
5) Dicha premisa fáctica, por ejemplo, se reiteró implícita al decir que la compraventa de 
un inmueble, celebrada en vigencia de un embargo, no podía ser válida porque en el proceso 
ejecutivo donde se había proferido la medida, justo para la fecha de suscripción del 
contrato, «(…) nada se había dispuesto sobre la petición de desembargo como consecuencia 
del pago [del crédito] (…)» (se resalta), pues su levantamiento solo ocurrió meses después 
de llevarse a cabo el acto. De esa manera, concluyó que había nulidad de la compraventa 
porque los medios probatorios no demostraron «(…) que la enajenación impugnada se haya 
efectuado previa autorización del juez o consentimiento del acreedor para cuya garantía se 
decretó la cautela (…)»: SC de 4 de febrero de 2013 (exp. 2008-00471-01).  
6) Si el contrato y la tradición son nulos cuando se trata del bien embargado, porque sin 
alternativa, si el uno es válido, la otra también deberá serlo, esto no impide que los 
contratantes pueden estipular la obligación de enajenar el inmueble no de forma pura y 
simple, esto es, sin someterla a plazo o condición, evento en el cual el título y modo serán 
nulos, sino someterla a plazo o condición, o sea, realizarla «(…) cuando el predio se 
desembargue o en el evento de que el Juez o el acreedor lo autorice, tanto el contrato como 
la tradición resultan válidos (…)»: SC. Sentencia de 14 de diciembre de 1976.  
7) Se impuso un límite a la actividad jurisdiccional del superior, «de manera tal que lo 
resuelto por el inferior en beneficio del apelante debe ser respetado, en la medida en que 
no puede hacer más gravosa la situación de este, cuando la contraparte no ha apelado, ni 
adherido a dicho recurso»: SC de 19 dic. 2005, rad. n.° 1998-00027-01. Tal restricción, en 
últimas, busca que el apelante solitario no sea sorprendido al resolverse su apelación, en 
el sentido de que la determinación del superior le desmejore la situación jurídica, en 
comparación con el fallo de primer grado y frente al cual alzó sus críticas, en salvaguardia 
de caros derechos como los de defensa, contradicción y confianza legítima, pues «la 
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ausencia de impugnación de la contraparte procesal equivale al sometimiento de ésta a lo 
decidido»: SC14427-2016.  
8) Innovar, a propósito, según la jurisprudencia, consiste en que «(…) el fallo de segunda 
instancia lesione el interés jurídico del impugnante único», siempre que dicha enmienda no 
se imponga en razón de la necesidad de «modificar aspectos íntimamente relacionados con 
la providencia o tratándose de una materia de previo análisis forzoso, verbi gratia, los 
presupuestos procesales (CCVII, p. 212, cas. octubre 20-2000, exp. 5682, CCLXVII) o de 
aquellas que el ordenamiento jurídico impone el deber de pronunciarse (…)»: SC 25 en. 
2008, rad. n.° 2002-00373-01.  
9) Artículo 151 CGP: la señalada prerrogativa exige, para su reconocimiento, que «i) la 
súplica provenga de la actora, ii) que lo sostenga bajo gravedad de juramento y iii) que sea 
presentada antes de interponer la demanda o durante el curso del proceso»: AC2139-2020, 
reiterado en AC 1152-2021.  
10) Dicha institución procesal, además, guarda íntima relación sustancial con los derechos 
fundamentales: Corte Constitucional, Sentencia T-114-2007, a la igualdad (Constitución 
Política, art. 13), acceso a la administración de justicia (art. 229, ejusdem), y el debido 
proceso (art. 29 del mismo ordenamiento): SC, sentencia T-2010-01130-00.  
11)El amparo de pobreza permite también facilitarle al sujeto procesal de escasos recursos 
acceder a la administración de justicia, bien sea como demandante o demandado, o tercero 
interviniente, con el fin de exponer sus controversias para que sean resueltas por el Juez. 
El amparo de pobreza, por tanto, asegura que el derecho, en su reconocimiento y ejercicio, 
«esté del lado de quien tenga la razón y no de quien esté en capacidad económica de 
sobrellevar el proceso»: Corte Constitucional, Sentencia T-114-2007.  
12) No debe dejarse de lado que, tratándose de la condena en costas, la Corte, en doctrina 
invariable, excluyó su discusión en casación, pues no es un asunto directo de la 
controversia, sino de su desenlace. Dicha condena, en efecto, no es propia del litigio, por 
tanto, su imposición es el resultado de las resoluciones que los juzgadores de instancia 
adoptan sobre lo debatido en el juicio, aspecto que, en criterio de Sala, ocurre por «mandato 
de la ley, si se quiere en forma automática, a cargo del litigante perdidoso por el solo hecho 
del vencimiento»: SC. Sent. 7 de noviembre de 2000, exp. No. 5606.  
13) La Sala condensó el desarrollo de su posición sobre este tema y, con base en la sentencia 
de 27 de noviembre de 1967, puntualizó «(…) Otrora se descartaba la posibilidad de 
acusación del fallo exclusivamente por el aspecto de las costas con los argumentos de ser 
asunto confiado por ley al prudente juicio o conciencia del sentenciador, tratarse de 
problema exclusivamente determinado por las reglas de procedimiento e impropicio a la 
unidad jurisprudencial, finalidad primaria de la casación, fuera de ser de entidad 
estrictamente accesoria, que no afecta la cuestión debatida en el juicio (casaciones de marzo 
27 de 1897, XII, 323; septiembre 2 de 1897, XIII, 52 y XVII, 165 y 166; junio 22 de 1909, 
XXV, 39; marzo 14 de 1911, XIX, 250; marzo 23 de 1914, XXIV, 52; marzo 23 de 1918, 
XXVI, 250; septiembre 28 de 1926, XXXIII, 208; diciembre 12 de 1932, XLI, 78; mayo 29 
de 1934, XLI bis C, 22; agosto 19 de 1935, XLII, 456-460; junio 30 de 1937, XLV, 305; 
septiembre 6 de 1937, XLV, 494; diciembre 1o. de 1938, XLVII, 468; diciembre 14-1938, 
ibidem, 616; febrero 15-1940, XLIX, 104; junio 22 de 1940, ibidem, 541; agosto 31-1940, 
L, 22; junio 20-1941, LI, 593; julio 18-1941, ibidem, 816; noviembre 26-1941, LII, 775 (...) 
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y con arreglo al nuevo criterio, reiterando aquellas razones y aludiendo a la objetividad 
entronizada con él (julio 8-1954, LXXVIII, 51; mayo 22-1956, LXXXII, 536; julio 25-1957, 
LXXXV, 713; octubre 5-1957, LXXXVI, 59-1960».  
14) «Así pues, el pronunciamiento de costas a cargo de un litigante que se haga en la 
sentencia no es susceptible de ataque en casación tomado en sí, ajeno a la decisión de 
mérito a que él accede, habida cuenta de ese mismo carácter subordinado y dependiente 
del sentido, motivación y alcance del fallo, por dejarse a la ponderación del juzgador o deber 
aplicarse por mandato legal ante la presencia del específico supuesto de hecho, según el 
sistema que acoja el ordenamiento, en fin, porque no constituye en sí un derecho de la 
parte el obtener crédito por costas o exonerarse de la correlativa obligación, con 
independencia del resultado del juicio y de su intervención dentro de él (…)»: Este criterio 
ha sido reiterado por la Corte, entre otras, en Sent. Cas. Civ. de 30 de octubre de 1989, 15 
de junio de 1995, Exp. No. 4398, 10 de septiembre de 2001, Exp. No. 5542, y en Autos de 
10 de septiembre de 1990 y de 24 de agosto de 2004, Exp. No. 1999-01142-01.  
15) La condena en costas, por tanto, no es un tema significativo para controvertirlo en esta 
sede extraordinaria, pues su fijación es de naturaleza procesal, y «(…) no toca propiamente 
con los derechos sustanciales que aquéllos controvierten en la litis, y sí son, en cambio, 
una consecuencia de las resoluciones que toma alrededor de esos derechos (…)»: SC 25 de 
mayo de 2011, Exp. No. 2004-00142-01. 
 
Fuente doctrinal:  
HOLGUÍN, Carlos «Licitud de los contratos sobre bienes embargados», Revista del Colegio 
Mayor de Nuestra Señora del Rosario, Bogotá, año LVIII, Nº 465-466, febrero-junio de 1964. 
 
ASUNTO:  
El demandante solicitó declarar nulo -por objeto ilícito- el contrato de compraventa de bien 
inmueble, el cual identifica, celebrado por la sociedad AYDA FLÓREZ Y CÍA S. EN C. 
(vendedora) y CHRISTIAN OLIVER GUY PASCAL DESSEGLISE Y GENEVIESE MARIE 
CLARIE MAQUINAY GAVIRIA (compradores), debido a que celebró con Ayda Mónica 
Rhenals Flórez contrato de mutuo. La deudora constituyó a su favor «hipoteca de segundo 
grado» sobre un inmueble; sin embargo, a pesar de incumplir el pago del crédito, la garantía 
no se hizo efectiva porque el predio lo remató judicialmente un «acreedor con mejor 
derecho», dejándolo sin posibilidad de remanentes. Como la deudora continuaba en mora, 
el actor le embargó las «cuotas partes de interés» que poseía en la sociedad AYDA FLÓREZ 
Y CÍA S. EN C.; no obstante, dicha compañía, vendió «el único bien que conservaba en su 
patrimonio». El inmueble materia de compraventa presentaba dos embargos por cuenta de 
procesos judiciales diferentes, los cuales, no estaban cancelados cuando se perfeccionó 
dicho negocio. En efecto, en dicho contrato se estipuló en los literales a) y b) del parágrafo 
primero de la cláusula cuarta, «que a la fecha de su celebración» persistía una duplicidad 
de embargos; en favor, el primero de la DIAN, y el segundo, de Salvador Vicente Frieri Gallo. 
Dichas limitaciones, dijo a continuación, se levantarían antes de registrarse la escritura de 
compraventa, situación que a la postre ocurrió. Si bien la sociedad vendedora expresó en 
el contrato contar con los oficios de cancelación de los embargos, lo cierto es que «no habían 
sido inscritos», enajenando de ese modo una «cosa embargada»; configurando, entonces, la 
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nulidad absoluta por objeto ilícito (C.C., núm. 3º, art. 1521). El a quo desestimó las 
pretensiones, y declaró probada la excepción denominada «inexistencia de la causal de 
nulidad». El ad quem confirmó la determinación. El recurrente demandante formuló cuatro 
ataques. El primero por violación directa de los artículos 1523, 1866, 1740, 1521, núm. 3º, 
2488, 766, núm. 3, 1502, 1602, 1741, 1746, 1849 del C.C., y 13 a 34 de la Ley 1579 de 
2012, por «aplicación indebida» y «falta de aplicación»; el segundo y el tercero, por errores 
de hecho en la apreciación de las pruebas y de derecho probatorios; y el último, por 
infracción de la «non reformatio in pejus». La Sala casa parcialmente la sentencia impugnada 
por la causal cuarta y confirma la decisión de primera instancia. 
 
M. PONENTE    : ÁLVARO FERNANDO GARCÍA RESTREPO 
NÚMERO DE PROCESO    :  13001-31-03-004-2015-00218-01 
PROCEDENCIA     : SALA CIVIL FAMILIA DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE CARTAGENA 
TIPO DE PROVIDENCIA   : SENTENCIA 
NÚMERO DE LA PROVIDENCIA  : SC041-2022 
CLASE DE ACTUACIÓN   : RECURSO DE CASACIÓN 
FECHA     : 09/02/2022 
DECISIÓN    : CASA PARCIALMENTE Y CONFIRMA 
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